
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

ALVABEZ RICO, Manuel; FERMÁNWZ ORDÓ-

ÑEZ, Rafael, y ALCAHAZ CALVO, Antonio
José: Cánones de regulación y tarifas
de riego motivados por obras hidráu-
licas, Madrid, 1981; 300 pp.

Antes de entrar en el análisis del con-
tenido del libro y de valorar la aporta-
ción que pueda suponer en el panorama
de nuestro Derecho administrativo, hay
que des taca r con carácter previo el
acierto que representa el tratamiento
del problema de los cánones y tarifas
de riego desde una perspectiva interdis-
ciplinar, no muy usual en este tipo de
trabajo. Efectivamente, la temática de
las tarifas es encrucijada de distintas
ciencias, como el Derecho, la Economía
y las Ciencias Técnicas, por lo que es
preciso abordarla con criterios de glo-
balidad y por especialisdas de proce-
dencia heterogénea si se quiere ofrecer
una visión total e íntegra del problema
analizado por los autores.

En el estudio que noticiamos, aunque
el planteamiento jurídico es el funda-
mental, ha de apoyarse en determinados
momentos en soportes de tipo técnico,
lo que contribuye a dar a aquél una
mayor profundidad. De otra parte, no
hay que olvidar que el hecho de ser la
primera monografía que se publica entre
nosotros sobre la materia y que haya
sido galardonada-con el segundo premio
del concurso centenario de la Ley de
Aguas convocado por el Ministerio de
Obras Públicas y Urbanismo, avalan
el interés, y la actualidad, de la pre-
sente publicación. Interés que no sólo
se decanta en la vertiente teórica, sino
ene, también, se manifiesta en el as-
pecto práctico por cuanto es producto

de la colaboración de unos autores que
son expertos en la materia y poseen una
larga experiencia profesional sobre la
misma.

Y, a mayor abundamiento, el hecho
de estar la materia objeto del libro ne-
cesitada de un remozamiento doctrinal
que la dé nuevos horizontes y, al mis-
nro tiempo, cargada de actualidad con
motivo de la promulgación de la Ley
de 16 de octubre de 1980 sobre Régimen
Económico del Trasvase Tajo-Segura, jus-
tifica y respalda todavía más la tras-
cendencia del libro objeto de nuestro
ccinonlario.

Iniciando ya el análisis del trabajo,
preciso es destacar la claridad de su sis-
temática, dentro de la cual se describen
y exponen todos los problemas impor-
tantes que surgen en torno a los cánones
de riego y las tarifas, de manera que
cada capítulo, en un perfecto ajuste de
ideas y reflexiones, sirve de eslabón
para el siguiente. También conviene re-
saltar el acierto que supone el haber
rematado la obra con una serie de ane-
xos que comprenden textos legales de
interés, una amplia referencia bibliográ-
fica y, sobre todo, citas jurisprudenciales
ordenadas cronológica, analítica y siste-
máticamente.

En un intento por sintetizar lo que po-
dríamos denominar la parte nuclear del
libro, hay que reseñar que aparece di-
vidido en seis capítulo. El primero de
ellos trata de situar, históricamente,
el tema tanto desde un ángulo de la
evolución normativa como desde un pris-
ma de su relevancia práctica. Para ello,
se usan diversos indicadores, como son la
importancia dada al problema de los
cánones y tarifas por los Congresos de
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Regantes; y la incidencia de ambos en
el coste de los precios agrarios, recor-
dándose al respecto por los autores que
más de un millón de hectáreas están
sometidas hoy en España a este tipo
de tarificación, lo que equivale al 70
por 100 de la superficie regada en nues-
tro país.

El capítulo segundo, que se dedica al
régimen jurídico vigente, sobresale como
el más interesante del libro, y en él los
autores desarrollan cada uno de los blo-
ques normativos que lo componen, dete-
niéndose especialmente en el viejo tema
do la legalidad de los Decretos conva-
lidatorios de las tarifas de riego y canon
de regulación. De una manera que cabe
calificar de definitiva, los autores abor-
dan aquél; y, dentro de unas posiciones
doctrinales que se dividen al respecto,
se pronuncian en base a argumentos
teóricos y a un exhaustivo examen de la
jurisprudencia por la legalidad de los
mencionados Decretos.

En el capítulo siguiente se recoge otra
de las cuestiones clásicas en esta mate-
ria, como es la de la naturaleza jurídica
de las tarifas hidráulicas, presentándose
desde un enfoque nuevo al situarla en
su verdadero entorno, que no es otro
que el del ejercicio de la potestad por
parte del Estado. A partir de la deli-
mitación de las diferentes posiciones
doctrinales, los autores defienden, como
postura propia, la de reconocer el valor
relativo de la discusión doctrinal, dado
que las tarifas tienen un carácter bi-
fronte al responder a una estructura
interna de precios, pero con unas ga-
rantías externas de cobro similares a las
de los tributos.

El capítulo cuarto comprende el estu-
dio juridico-técnico de cada una de las
partidas que conforman las tarifas, es
decir, lo que podríamos denominar es-
tructura interna; cuestión ésta suma-
mente difícil por las deficiencias de su
regulación, en la que se dan cita ele-
mentos técnicos y jurídicos que alcan-
zan una simbiosis no exenta de tensio-
nes. Un interés especial ofrece el pro-
blema de las exenciones de pago que se
aborda, a nuestro juicio, con una singu-

lar lucidez conceptual, distinguiéndose
las diversas hipótesis que se puedan dar
y aportando, en cada caso, las soluciones
más adecuadas con una gran corrección
técnica.

Por último, después del capítulo quinto
dedicado a la gestión de las tarifas, se
entra en el sexto destinado a brindar
sugerencias e iniciativas en orden a la
reforma del régimen jurídico vigente;
tarea siempre incómoda y arriesgada,
que los autores asumen con evidente
ponderación caminando de forma equi-
distante entre las garantías de los in-
teresados y la eficacia de la actuación
a d m i n i s t r a t i v a que, como es sabido,
constituyen los grandes principios sobre
los que se cimenta el Derecho adminis-
trativo. En este sentido, proponen que,
conservando los que han venido siendo
las directrices inspiradoras de la política
hidráulica, como la de la participación
de los interesados, se asegure el nuevo
régimen de modo que se corrijan los
defectos y fallos más notorios del actual.
Así, habrá que superar el fraccionalismo
normativo y su deficiente rango jerár-
quico; establecer unos criterios de cálcu-
lo inspirados en la equidad, pero que
superen el excesivo ámbito de la discre-
cionalidad de la Administración; y co-
rregir el inadecuado régimen de reparto
de la carga financiera entre los distintos
aprovechamientos cuando sean múlti-
ples, como sucede con frecuencia me-
diante la incorporación de las pautas
jurisprudenciales más progresivas en la
materia y basando sólidamente el prin-
cipio de la suficiencia financiera de los
organismos gestores de las tarifas a fin
de que parte de los ingresos obtenidos
se destinen a reinversiones en el área de
las obras hidráulicas.

A la hora de formular una conclusión
hay que felicitarse de que haya sido
escrita una obra como la acabada de
comentar, tanto por su acertada asocia-
ción de los enfoques teórico y práctico
como por la anticipación de que han
hecho gala sus autores al adelantar so-
luciones de política hidráulica, muchas
de las cuales han sido plasmadas en la
reciente Ley sobre Régimen Económico
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del Trasvase Tajo-Segura. Junto a estas
luces, no hay que ocultar las sombras
propias de toda publicación colectiva e
interdisciplinar, en la que suelen apre-
ciarse diferencias de tipo literario junto
a las casi inevitables reiteraciones. El
libro noticiado no ha escapado a estos
defectos que, por supuesto, no empañan
ni mucho menos debilitan sus innegables
méritos y calidades.

V. M.« GONZALEZ-HABA GUISADO

BLASCO ESTEVE, Avelino: La responsabi-
lidad de la Administración por actos
administrativos. Editorial Civitas, So-
ciedad Anónima, Madrid, 1981.

La indiscutible brillantez de la doctri-
na mayoritaria actual sobre la respon-
sabilidad patrimonial de la Administra-
ción, así como su carácter netamente
progresivo en relación a su situación
anterior, no han logrado en ningún mo-
mento eliminar un cierto sentimiento
de insatisfacción que inevitablemente se
viene produciendo en todo jurista atento
que se adentre por el estudio de esa
teoría. En este sentido, es más que sin-
tomática la actitud sostenida de la juris-
prudencia negándose una y otra vez a
admitir la procedencia automática de
responsabilidad por los daños que la
Administración hubiese causado, no me-
diante actuaciones materiales, sino me-
diante actos administrativos. Esa nega-
tiva de los Tribunales denota inequívo-
camente, como mínimo, una fuerte des-
confianza hacia la utilidad de la teoría
moderna para resolver con justicia las
reclamaciones de indemnización relacio-
nadas con tal tipo de daños, cuantitati-
vamente mucho más importante que los
causados a través de simples actuaciones
materiales. Pues bien, esa insatisfacción
es la que motiva al autor, jurista joven
y crítico, a replantearse fríamente la
cuestión, sin tópicos ni prejuicios, lle-
gando a la constatación de que una
enorme distancia separa la realidad de
estas construcciones teóricas, que nece-

sitan del fuerte correctivo que introduce
el autor para ser verdaderamente útiles
en la resolución de los problemas con-
cretos que la responsabilidad por actos
administrativos plantea.

El giro trascendental que supuso la
introducción por la Ley de Expropia-
ción Forzosa de un sistema de respon-
sabilidad administrativa objetiva frente
al sistema tradicional basado en la cul-
pa, parece como si hubiese deslumhrado
a la doctrina que desde entonces centra
su teorización casi exclusivamente en
ese carácter objetivo, como si con él se
agotase la sustancia de la institución y
quedasen cumplidamente explicadas su
naturaleza y funcionalidad. Cierto es
que, recogiendo la expresión empleada
por el legislador, se suele afirmar que
el daño para ser indemnizable ha de
constituir lesión; sin embargo, ni se
estudia a fondo ese concepto, ni se le
reconoce el papel decisivo que juega
en la producción de la responsabilidad,
como demuestra ahora BLASCO en su aná-
lisis sistemático y riguroso.

Para que exista responsabilidad es
preciso que exista lesión, es decir, daño
antijurídico que el que lo reciba no ten-
ga obligación de soportar. No basta,
pues, con cualquier daño, ni tampoco
que se compruebe desde la óptica del
mercado la producción de un empobre-
cimiento efectivo. El mercado precisa-
mente no sirve a estos efectos para
nada. El mercado tiene la cualidad de
valorarlo absolutamente todo, o casi
todo, sin distinguir entre lo lícito y lo
ilícito, lo correcto y lo abusivo, lo justo
y lo injusto, y por ello, a la hora de
decidir hasta qué punto un daño es o
no antijurídico, nos resulta un instru-
mento absolutamente inútil; es preciso
acudir pues, a otros criterios, criterios
estrictamente jurídicos, a cuya detec-
ción y análisis dedica BLASCO la parte
fundamental de su obra.

En primer lugar, el autor examina
las características de la responsabilidad
derivada de actos administrativos lícitos
constatando que de la licitud en el obrar
de la Administración no se deriva ne-
cesariamente una exoneración de res-
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ponsabilidad. El carácter licito de la ac-
tuación a d m i n i s t r a t i v a determina la
obligación de los afectados a soportarla,
pero no necesariamente a soportar los
empobrecimientos patrimoniales que de
ella se deriven. El ejemplo de la expro-
piación forzosa es aquí suficientemente
explicativo. Existe, pues, en principio,
autonomía entre los conceptos de lesión
indemnizable y de actuación lícita o ilí-
cita del poder público. Los conceptos de
potestad y de daño se encuentran a dis-
tinto nivel, y no son, por lo tanto, opo-
nibles. Si ello es asi, se pregunta el
autor, ¿dónde buscar el criterio distin-
tivo de la lesión, a efectos de la genera-
ción de responsabilidad? Pues bien, éste
se encuentra en el carácter de sacrificio
especial que el uso de una lícita potes-
tad administrativa hiciese soportar a al-
guien, entendiéndose por sacrificio espe-
cial no la singularidad del ataque ni
el valor de mercado de sus resultados,
sino la incidencia especialmente grave
e intensa que tuviese en el derecho del
particular. Las actuaciones lícitas de la
Administración que afectan derechos de
los particulares, si no superan el um-
bral de ío especialmente grave e inten-
so, es decir, si son tolerables, no gene-
ran derecho a indemnización por los
daños que puedan haber causado. Esa
tolerabilidad viene determinada por la
naturaleza de la potestad administra-
tiva y del derecho particular afectado
y engloba, entre otras, todas aquellas
restricciones medias que conlleva la fun-
ción social de la propiedad.

Planteando a continuación el tema,
en relación con los daños derivados de
actos administrativos ilícitos, descubre
BLASCO que no toda ilegalidad responde
a un funcionamiento anormal del servi-
cio, sino que existen muchas ilegalida-
des que en función de los medios de
que dispone la Administración, de la
imprecisión del ordenamiento o de otras
circunstancias, son perfectamente nor-
males, incluso inevitables. Piénsese úni-
camente en los numerosos casos en que
la ilicitud del acto administrativo anu-
lado se debe exclusivamente a una dis-
paridad de criterio, sobre cues t iones

totalmente opinables, entre la Adminis-
tración, y los Tribunales, y que única-
mente la superior y posterior posición
de éstos hace resolver a su favor.

Vistas así las cosas, BLASCO no consi-
dera suficiente el dato de la ilegalidad
del acto administrativo para determinar
la existencia de lesión, por cuanto la
producción de ilegalidades normales es
c o n n a t u r a l a las propias potestades
administrativas, forma parte de ellas,
como forma parte del derecho del juez
de primera instancia el dictar una sen-
tencia razonable, pero que resulte luego
discrepante de la del Tribunal de ape-
lación, sin que ello implique, como es
obvio, la existencia de lesión alguna.

Por ello, los supuestos de ilegalidades
normales o razonables se asimilan a los
daños por actos lícitos de la Adminis-
tración; serán o no indemnizables se-
gún impliquen o no un sacrificio espe-
cial del derecho del particular. Desde
esta perspectiva sí cobra sentido la tó-
pica afirmación jurisprudencial de que
la simple anulación de un acto adminis-
trativo no presupone derecho a indem-
nización. No basta que el acto haya
resultado ilegal y haya producido da-
ños; es preciso, además, que se haya
producido un sacrificio especial del de-
recho afectado, cosa que no siempre
ocurre con los ilícitos normales en que
pueda incurrir la Administración.

La novedosa cons t rucc ión que nos
ofrece el libro de Avelino BLASCO podría
quizás, de examinarse superficialmente,
ser tachada de regresiva; sin embargo,
en mi opinión ocurre todo lo contrario;
la explicación de BLASCO permite una in-
terpretación y una aplicación muchísi-
mo más matizada de las fórmulas lega-
les que la que se consigue hoy con la
doctrina usual, y ello, sin duda, irá
conduciendo a una mayor y más justa
aplicación de la institución resarcitoria.
Es más que probable que la ponderada
construcción de BLASCO permita alcanzar
cotas de justicia, que hoy son sólo ilu-
sorias para las teorías max imal i s t a s
dominantes.
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Por otra parte, la obra que comenta-
mos tiene la singular virtud de recon-
ciliar la institución de la responsabili-
dad administrativa con el tronco común
del que procede, es decir, de la respon-
sabilidad ex t r acon t r ac tua l civil. En
nuestro Derecho privado, o mejor en
nuestra Teoría General del Derecho,
existe un principio básico que permite
articular la coexistencia de una plura-
lidad de derechos que puedan producir
en su ejercicio roces e interferencias
entre todos ellos; nos referimos al de-
ber general de tolerancia que afecta a
todos los derechos y que les obliga a so-
portar sin indemnización las molestias
normales provocadas por el ejercicio de
los derechos de los demás. Sólo cuando
la molestia o perjuicio exceden de lo
que en la conciencia social, siempre
cambiante, se considera como normal,
procede en nuestro Derecho privado la
indemnización reparatoria, bien a tra-
vés de la técnica del abuso del derecho,
bien mediante las acciones de enrique-
cimiento injusto o de responsabilidad
extracontractual. N i n g u n a duda cabe
que muchas veces las molestias produ-
cidas por el ejercicio de derechos pri-
vados ajenos produce verdaderos daños,
verdaderas disminuciones del valor ve-
nal de los restantes derechos afectados;
sin embargo, si las acciones que han
provocado esas molestias o daños no
han excedido del margen normal de
tolerancia, ningún derecho existe a la
indemnización resarcitoria.

Por descontado que más claro aún es
el supuesto, nada frecuente, de tratarse
no de inmisiones, sino de simples su-
presiones de externalidades favorables y
gratuitas, generadas durante un tiempo
más o menos largo por el ejercicio de
un derecho ajeno en una determinada
manera. Pensemos sólo en el posib'.e
cambio de uso de un campo dedicado
a la producción de claveles, que por
conveniencia de su propietario pasa a
convertirse en almacén de chatarra. El
demérito en valor de mercado de las
propiedades colindantes será, con toda
propiedad, inmediato, efectivo y consi-

derable, sin que, no obstante, dé nunca
lugar a indemnización.

Pues bien, la l ec tu ra del libro de
BIASCO nos lleva a la constatación de
que algo sustancialmente igual ocurre
con la responsabilidad administrativa,
donde siempre es necesario que el daño
para ser indemnizable supere el umbral
de lo que el autor llama perjuicio espe-
cial y que nosotros podemos asimilar
perfectamente al margen de tolerancia,
cuya superación exige el Derecho civil
para que sea procedente el resarci-
miento. Pero lo verdaderamente merito-
rio de la obra que comentamos es que
consigue el anterior resultado avanzan-
do exclusivamente por caminos de De-
recho público, que al conducir a solu-
ciones equivalentes a las del Derecho
prirado, producen la sa t is facción de
comprobar cómo nuestro sistema jurí-
dico se articula de modo perfectamente
coherente en un elemento tan básico
como el de la responsabilidad extracon-
tractual.

¿Dónde queda, pues, el tan traído y
llevado carácter objetivo de la respon-
sabilidad de la Administración? Pues
donde nunca debió salir. La objetividad
es un elemento de apreciación de la re-
lación entre el sujeto causante y el
daño causado. En la responsabilidad
administrativa esa relación es de sim-
ple causalidad, mientras que en la res-
ponsabilidad civil lo es de culpabilidad.
Las diferencias se agotan, pues, en el
ámbito estricto de la apreciación de la
relación exigible entre sujeto y daño, y
no afectan, por tanto, en absoluto, a
las características exigibles del daño
para que constituya verdadera lesión y
sea capaz de generar derecho a la in-
demnización.

El libro de BLASCO, que recomendamos
vivamente, deja circunscrito a su verda-
dero ámbito el carácter objetivo de la
responsabilidad administrativa, centra
sus esfuerzos en construir el concepto
dj lesión y abre el estudio de los res-
tantes y no menos importantes elemen-
tos de la institución de la responsabi-
lidad. Tan sugerente es la visión que
nos ofrece el autor que quienes le lean
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sentirán sin duda el deseo de seguir
avanzando por los atrayentes horizontes
que desde la misma se divisan. En otras
palabras, el libro se les hará corto.

Jordi NONELL GALINDO

CORTES GENERALES (Servicio de Estudios):
Ley Orgánica Libertad Religiosa. Tra-
bajos Parlamentarios. Publicaciones
de las Cortes Generales, Serie I, nú-
mero 7, Madrid, 1981; 227 pp.

1. Tras leer este volumen, acopiando
materiales para un estudio sobre la Ley
de Libertad Religiosa, no quiero dejar de
escribir unas breves notas, aunque sean
escuetas, para llamar la atención de los
lectores de la REVISTA acerca de lo que
representa su edición, la de toda la co-
lección en que está inserto. La Ley,
cuyo proceso parlamentario pormenoriza
el volumen, es de un enorme significa-
do: no en balde se trata de la primera
ley orgánica que vino a desarrollar uno
de los derechos fundamentales plasma-
dos en la Constitución, derecho funda-
mental ahora, éste de la libertad reli-
giosa, cuya normalización en la sociedad
española ha sido tan tormentosa, tan
esforzada. El proceso de discusión evi-
dencia el gran esfuerzo realizado por
las fuerzas parlamentarias para alcan-
zar una situación de concordia, del que
puede ser indicativo el dato de que en
la votación final de conjunto en el Con-
greso de los Diputados, tras haberse
abordado las enmiendas que propuso el
Senado, alcanzó el resultado, dentro de
los 299 votos emitidos, de 294 a favor y
cinco abstenciones, sin ningún voto en
contra. Por fortuna el tema ha resulta-
do hoy mucho menos traumático —ape-
nas nada— que hace no tantos años,
aunque también es cierto que, por des-
tacar sólo un aspecto, también ha dis-
minuido, por suerte, de una manera in-
tensísima, el nivel de anticlericalismo
de la sociedad española (y, obviamente,
el amortiguamiento, en lo que el anti-
clericalismo tenía de respuesta, no es
sino consecuencia clara, aun con los des-

fases inherentes, del amortiguamiento
de las causas que provocaban esa res-
puesta). Clima de respeto, acorde con
una realidad distinta, en el que hay que
agradecer el esfuerzo de los parlamen-
tarios, sobre todo de aquellos que esta-
ban mas alejados del constantinismo,
aunque, por supuesto, nada es gratuito,
ya que a cambio del aire general de to-
lerancia, a cambio de un status de res-
peto y libertad activa, tanto para laicos
y libre pensadores como para los cre-
yentes de las diversas creencias, se ase-
gura, sin duda, una situación muy favo-
recida para las comunidades religiosas
de más arraigo y difusión, y, por su-
puesto, para la que hasta antes de ayer
era la religión oficial en España.

2. Pero con ser todo esto del mayor
interés, no es lo que me anima a escri-
bir en este momento, pues ahora, a pro-
pósito del volumen que comento —ya
indico que estoy preparando un trabajo
sobre la ley—, quiero fijarme más en
el continente que en el contenido, si
bien, de pasada, no dejaré de aludir a
la que, en mi opinión, es la interven-
ción más completa de todas las actua-
ciones parlamentarias que se recogen:
el discurso del portavoz socialista en el
Senado, el senador navarro —y sacerdo-
te católico—, señor ARBELOA MURU (pá-
ginas 142-146), si bien es cierto que para
entonces ya estaban resueltos los gran-
des temas (1). Aspiro, en concreto, sólo
a evidenciar la altura de una colección
de libros del que éste que ahora me
ocupa no es más que uno más. Quiero,
asi, destacar el esfuerzo de las Cortes

(1) Da la larga lista de aspectos que se
ofrecen en la publicación que ha dado pie
a estos comentarios —el índice tiene hasta 18
epígrafes: texto del proyecto, enmiendas, in-
forme de la Ponencia de la Comisión en cada
Cámara, votos particulares mantenidos, dis-
cusión en el Pleno, etc.— lo único que echo
en falta son las discusiones en Comisión, tan-
to en el Congreso como en el Senado, que
por lo general suelen ser muy valiosas, suelen
centrar los problemas, porque luego en los
Plenos ya llega todo muy mascado. La ausen-
cia me ha sorprendido realmente. No sé si
es que no hubo taquígrafos en la ocasión o
responde a alguna otra causa. Es una lásti-
ma, porque, repito, sin conocer en concreto
qué es lo que sucedió con esta ley, lo cierto
es que suele ser en Comisión donde se plan-
tean los grandes problemas y donde surgen,
por tanto, los debates más jugosos.
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Generales, de su Servicio de Estudios
en particular y, en concreto, de cada
uno de los letrados que han dirigido los
diversos volúmenes —la edición de los
trabajos parlamentarios de la Ley de
Libertad Religiosa ha sido preparada
por don Fernando SANTAOLALLA PÉREZ—,
que han hecho posible que saliera ade-
lante este notabilísimo proyecto de do-
cumentación. Son las pequeñas cosas
que testimonian de cómo está cambian-
do una sociedad. Se comenzó con la edi-
ción de la Constitución, recogiendo en
cuatro valiosísimos volúmenes —la edi-
ción fue preparada por el letrado de las
Cortes don Fernando SAINZ MORENO—
todos los aspectos del íter parlamenta-
rio: textos, enmiendas, discusiones y
discursos, tanto de Comisión como de
Pleno, tanto del Congreso como del Se-
nado —con sus índices, con la compa-
ración de textos...— una obra de enorme
utilidad, en suma, y se ha continuado
después con cada una de las leyes orgá-
nicas: Penitenciaria, del Tribunal Cons-
titucional, del Estatuto de los Trabaja-
dores, del Consejo General del Poder
Judicial, del Estatuto de Centros Esco-
lares, etc.

El ofrecer en un libro todo el proceso
parlamentario de cada ley —aun circuns-
crito el volumen al mero aspecto docu-
mental— representa para el estudioso,
para el investigador, para el intérprete y
aplicador, para el historiador, para el
interesado en general, por supuesto, para
el político, una ayuda inestimable que
suscita gratitud y reconocimiento. Cual-
quiera que haya tenido que andar rebus-
cando, intentando seguirle la pista a la
evolución de alguna ley de las notables,
incluso a las no muy remotas (2), podrá
apreciar lo que representa una empresa
del calibre de la que estoy comentando.
Porque, por ejemplo, aparte de la como-
didad —y hay que ver lo difícil que es
encontrar bibliotecas en que estén com-
pletas las colecciones de diarios de las
Cortes—, resulta que, en concreto, las

(2) Recuerdo, así, la de veces que he echa-
do en faJta una edición con todo e! expedien-
te de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa o de la Ley de Costas, por
sólo recordar dos ejemplos destacados.

enmiendas con mucha frecuencia han
sido sólo de publicación para uso inter-
no de los parlamentarios, por lo que no
es fácil que trasciendan en su conjunto
al público. Aparte de los índices porme-
norizados, el mismo dato de ofrecer los
cuadros en que con- facilidad se aprecia
cuál ha sido la evolución del texto a lo
largo de las diversas etapas parlamen-
tarias, es todo un detalle muy de enco-
miar, por lo que facilita también. O el
mismo hecho de la cuidada encuader-
nación, con tapas duras y consistentes:
¡Cuántos libros no se quedan ya des-
hojados nada más abrirlos!

En suma, cuando es tan frecuente en-
tre nosotros la indiferencia y la insen-
sibilidad para con las empresas esfor-
zadas, que no se agoten en una lumino-
sidad inmediata, he querido tomar mi
modesta pluma para recordar a quien
no lo hubiera advertido ya que estamos
ante una colección de todo mérito, que
ojalá pueda continuar con el brillo y
solidez que ha caracterizado sus pasos
iniciales.

L. MARTIN-RETORTILLO BAQUER

GARCÍA RUIZ, José Luis: El recurso de
amparo en el Derecho Español. Prólogo
de Jorge DE ESTEBAN y Apéndice de Pa-
blo PÉREZ TREMPS. Editora Nacional,
Madrid, 1980, 301 pp., 400 pesetas.

1. Soy un admirador decidido de las
series completas de jurisprudencia, base
indispensable para cualquier sistemati-
zación posterior y, desde luego, material
de primera, a la par que indispensable,
para aspirar a conocer la cultura jurí-
dica de una comunidad. De ahí que uno
de los aspectos que más gratamente me
haya sorprendido en este volumen haya
sido éste de tener a la mano la juris-
prudencia que fue dictando al conocer
de los recursos de amparo, el Tribunal
de Garantías Constitucionales, una de
las piezas claves del sistema constitu-
cional de la Segunda República, en el
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ciertamente breve período de su funcio-
namiento. Con gusto se acoge esta ope-
ración de rescate de lo que es una va-
liosa reliquia de nuestra historia jurídica
y se agradece el esfuerzo del investiga-
dor, pues aunque no sean tantos los años
transcurridos fue, sí, mucha, la incuria
que llovió encima. Y resulta, además,
que esa colección jurisprudencial, esos
35 fallos que se reúnen —y hago votos
porque la presente edición sirva de aci-
cate para llegar a reunir la totalidad
de la jurisprudencia de amparo que se
produjo: cualquiera que tenga un dato
complementario sabe quién es el espe-
cialista a quien puede comunicar su re-
ferencia—; pues bien, esta colección de
fallos, digo, es además un testimonio
valiosísimo para los estudiosos de la vida
social y política del periodo republicano,
pues, a pesar de la rigidez que repre-
senta siempre la prosa oficial de una
sentencia, como en un lienzo impresio-
nista, es posible obtener del conjunto
jurisprudencial impresiones muy vivas
—aunque como tales, parciales— de as-
pectos clave en la vida española de
entonces. Asi, espigando por entre estos
fallos, nos encontraremos con las excur-
siones de la juventud socialista (margi-
nal número 10 en el anexo de senten-
cias), o la sanción a los directivos de la
casa del pueblo, de Madrid —por ahí
aparece don Wenceslao CARRILLO—, a
consecuencia de una huelga (núm. 15);
los mítines del sindicato único de la
construcción, de Madrid —Comité de la
CNT— (núm. 33); a los comunistas y sus
problemas por hablar del carácter re-
volucionario y de lucha de su partido
(número 30); los fotomontajes de guar-
dias aporreando junto al monumento del
Sagrado Corazón de Jesús, de Bilbao
(número 12, caso del periódico «Euzka-
di»); los problemas de la secularización
do cementerios (núm. 16); el caso de la
extranjera —de una organización comu-
nista internacional, según se afirma—
que, al objeto de adquirir la nacionali-
dad española, casa con un viejo de
ochenta años, de quien se separaría una
vez legrada su aspiración, no sin antes
regalarle 300 pesetas y un traje (núme-

ro 2C); la propia política del Gobierno,
de intorvención en la economía —fija-
ción de precios, contingentación de pro-
ductos, etc.—, donde, por cierto, casi
siempre se aceptan los recursos de las
compañías recurrentes, dejando asi des-
airada la postura oficial, lo que me re-
cuerda, muy salvadas las distancias, las
tensiones que por la misma época se
producían en América, entre e! Ejecuti-
vo estadounidense y el Tribunal Supre-
mo, en relación con las medidas del
New Deal (núms. 18, 25, 32, entre otros),
y tantos otros temas vivos y polémicos.

2. No fue fácil la vida del Tribunal
de Garantías Constitucionales, ya desdo
su preparación y nacimiento. Frente a
la normalidad con que se ha instaurado
el Tribunal Constitucional, creado por la
Constitución de 1978 —tras la respetuosa
pero crítica expectativa inicial que sus-
citó, se constata hoy la intensidad de su
trabajo, lo ponderado y elaborado de sus
decisiones, su exquisito cuidado en nc
entrometerse allí donde no debe (1), pero
se constata además cómo los conflictos
más enconados son desprovistos de agre-
sividad, y acatadas las decisiones—; pues
bien, frente a esta admirable normali-
zación de un órgano que llega a desdecir
al Parlamento o al Tribunal Supremo, es
opinión generalizada —me limitaré a ci-
tar al profesor J. TOMÁS VILLARROYA O la
reciente tesis doctoral de la profesora
Rosa Ruiz LAPEÑA— la de que fueron
grandes los fallos de concepción del Tri-
bunal de Garantías Constitucionales, lo
que explica en gran parte lo azaroso
de su estela, dejando ahora de lado las
susceptibilidades cuando no la enemiga
directa que concitó. Pues bien, uno de
los puntos centrales de la investigación
del doctor GARCÍA RUIZ es el de demostrar
que, al margen de lo sucedido con las
otras competencias encomendadas —co-

tí) Tengo asi muy presentes, desde ol pri-
mero de los fallos dictados en amparo, la
sentencia de 26 d9 enero de 1981 —reconocer
el derecho a obtener un pronunciamiento
judicial, pero sin sustituirse al tribunal—, a
uno de los más recientes, la sentencia de 30
de marzo de 1981 —reconocer el derecho a que
el Ministerio de Justicia instruya y concluya
por resolución motivada un expediente, pero
• Este Tribunal Constitucional no puede sus-
tituir al Ministro en esas funciones».
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mo anticonstitucionalidad, conflictos o
enjuiciamiento—, en lo que respecta al
recurso de amparo, el Tribunal resultó
adecuadamente configurado; configura-
do de forma que en rigor técnico podía
hacer frente a la novedosa misión que
se le encomendaba, y, en coherencia con
lo anterior, en la práctica cumplió su
encomienda con resultados muy satis-
factorios en líneas generales. Y aunque
se trataba de faceta de entidad menor,
vino a darse respuesta acertada a lo que
era carencia notable del sistema jurídico
español: «... podemos creer afirmar—por
ofrecer una opinión s in t e t i zada del
autor— que la resolución de los recursos
de amparo era la única función que el
Tribunal de Garantías podía realizar no
sólo al margen de "las turbulencias y
pasiones de la época", sino con garan-
tías de imparcialidad y eficacia técnica»
(páginas 81-82).

3. Pero no es sólo eso. En la línea
apuntada, aún había un paso más a des-
tacar: el Tribunal cumple su cometido
y viene a rellenar un enorme hueco en
el sistema jurídico español, pero es que
además lo hace con una apuradísima
técnica jurídica, destacando asi la vali-
dez y aun la modernidad del conjunto
de apoyaturas jurídicas que hace suyas.
De modo que, junto a lo que antes indi-
caba acerca del interés testimonial de
esta jurisprudencia, ahora quiero resal-
tar e;ste aspecto de la valia y de la mo-
dernidad de las técnicas jurídicas que so
incorporan. Con la penosa reflexión, ade-
más, de que el progreso, aquí se observa
bien, no es lineal, sino con bruscos alti-
bajos: mucho habrían de tardar en
reimplantarse tras la ruptura de la gue-
rra civil, las que fueron soluciones
jurídicas consolidadas gracias a la rei-
terada aplicación del Tribunal de Garan-
tías Constitucionales. En este sentido es
muy revelador el capitulo último del
libro, el quinto, dedicado precisamente
al análisis de los contenidos de los fa-
llos. Destacaré así la prevalencia que el
Tribunal de Garantías concedió al prin-
cipio de legalidad, precisando, además,
que de ley sólo puede hablarse en cuan-
to instrumento elaborado como tal por el

Parlamento; el principio del non bis in
idem, la exigencia de la necesaria co-
rrección de las notificaciones, el papel
otorgado a los principios generales del
derecho (2), la defensa de la nacionali-
dad, como valor primario, al margen de
incorrecciones u omisiones jurídicas de
tono menor; por último, en esta breve
relación, la exigencia, tan consolidada,
de que la Administración no puede san-
cionar arbitrariamente y apoyándose en
meras conjeturas, sino que debe alegar
los hechos sancionables. Por tomar una,
muestra de lo que, repito, fue doctrina
reiterada, el primero de los fundamentos
legales de la sentencia de 9 de noviem-
bre de 1935 (núm. 22), afirmaba: «Es
imposible determinar la licitud o ilicitud
de un hecho sin conocer el mayor o
menor grado en que haya consistido.
En el expediente de este recurso no obra
atestado, ni denuncia, ni referencia de
ninguna clase a cuáles fueron los actos
u omisiones cometidos el día 5 de octu-
bre por el inculpado y, en consecuencia,
falta la situación concreta de hechos
en que aplicar por esta jurisdicción las
normas de la Ley de Orden Público.»
Esta última mención nos sirve para ce-
rrar este punto, resaltando una de las
funciones cruciales que le tocó desem-
peñar al Tribunal de Garantías en sede
de recurso de amparo: además de apun-
talar el sistema de derechos individuales
vino a representar en la práctica, la
posibilidad de introducir un eficiente
control jurisdiccional sobre esa veta in-
tocable de poder gubernativo que se
alzaba tras las denominadas sanciones
de orden público. En términos generales
es muy lógico razonar que eso no era
incumbencia de un Tribunal constitucio-
nal y que tal garantía podía alcanzarse
a través de otros medios. Y el razona-
miento, dentro de esas coordenadas, no
carece de sustento. Lo que sucede es que
a falta de otros métodos, ante la inexis-

(2) Cuando el autor habla —p. 14&— de
•utilización de criterios de equidad en el en-
juiciamiento», yo creo que puede hablarse en
propiedad —aflorará la proporcionalidad, la
igualdad— de Jos principios generales del
derecho como técnica jurídica, cuya valora-
ción on la evolución de los diversos tribu-
nales ha sido tan encomiada por la doctrina.
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tencia de otras opciones que pudieran
estar más a la mano —podía haber evo-
lucionado el contencioso-administrativo;
los tribunales de urgencia previstos en
el artículo 105 de la Constitución auspi-
ciaban halagüeñas espectativas, pero no
se llegaron a constituir, y valga la men-
ción de estas dos únicas oportunidades
frustradas—, en ausencia de lo que más
fácil parecía, le tocó al Tribunal de
Garantías hacer lo difícil. Y lo cierto
es que cumplió, que llevó a cabo su
cometido con una consistencia que está
muy bien que se demuestre y evidencie,
como hace el libro comentado.

4. El libro comentado fue la tesis doc-
toral de su autor, la primera tesis, como
se nos recuerda —y siempre es un dato
entrañable—, que dirigió el profesor Jor-
ge de ESTEBAN, que es quien prologa
ahora el volumen, el primer prólogo,
también, del profesor madrileño. Yo creo
que estaba bien centrada sobre el recur-
so de amparo de que conoció el Tribunal
de Garantías Constitucionales. Es una
página importante de nuestro acervo ju-
rídico, que no es además sólo historia,
y más que suficiente para constituir el
objeto único de un volumen, contando
con el apéndice de casos así como con
el de legislación (3). Es una lástima la
demora en la publicación que se observa,
pero eso son imponderables que yo no
sé a qué causas se habrán debido en
este supuesto. Lo que no me parece
acertado, en cambio, es esa mutación que
refleja el volumen, tal y como se ha
publicado: el titulo ya es un título ge-
nérico sobre el recurso de amparo en el
Derecho Español —no ceñido a la expe-
riencia concreta que caracterizaba a la

(3) En efecto, el volumen, tras el prólogo,
se abre con una introducción y ofrece luego
los siguientes capítulos: Capítulo preliminar.
Sobre la noción de amparo. Capitulo 1." «La
introducción del amparo en el derecho espa-
ñol». Capítulo 2.° «El amparo en la Constitu-
ción de 1931 y sus precedentes». Capitulo 3.°
•El órgano del amparo: el Tribunal de Garan-
tías Constitucionales». Capitulo 4." «El amparo
en la legislación ordinaria». Capítulo 5° «La
jurisprudencia de amparo». Se cierra con con-
clusiones, bibliografía y dos anexos, el pri-
mero, con la legislación, y el segundo, con
los textos íntegros de las sentencias. Sigue
luego el apéndice sobre el recurso de amparo
en la Constitución de 1978.

tesis originaria—, y tal ampliación pa-
rece justificarse, aunque en mi opinión
no se acierte, con el apéndice que es-
cribe el profesor P. PÉRE TREMPS sobre
El recurso de amparo en la Constitución
de 1978. Nos vamos a encontrar con un
tono muy distinto ya al de la investiga-
ción doctoral —no es nada difícil apre-
ciar la diferencia de metodología, el
mismo estilo—, pero, además, con la
particularidad de que estas 20 páginas
que se superponen a las 272 de la obra
originaria, no podían tener en la época
en que fueron escritas, como el propio
autor reconoce, más que un carácter
provisional (p. 275). Poco, por tanto,
para rotular, sin limitaciones, como re-
curso de amparo en el Derecho Español,
cuando era más que suficiente reclamar-
se al recurso de amparo del Tribunal de
Garantías Constitucionales.

5. Para terminar este comentario quie-
ro dejar constancia de una idea que
posiblemente a más de uno se le habrá
ocurrido ya. Pero yo la lanzo por si sirve
para algo. Alude en el libro el doctor
GARCÍA RUIZ a algo que, por ejemplo,
a mí personalmente me había .preocu-
pado: a la dispersión, cuando no des-
aparición, de los papeles del Tribunal
de Garantías Constitucionales, y me re-
fiero ahora a su aspecto genérico y de
conjunto. No existe, como tal, la docu-
mentación del Tribunal de Garantías
Constitucionales archivada en un único
lugar. Pues bien, ahora que funciona
el Tribunal Constitucional, sucesor de
alguna manera de aquél, y presto in-
cluso a inaugurar nueva sede, parece
lógico dedicar un esfuerzo, aunque sin
duda haya de ser arduo, al empeño de
recuperar —o aunque sea rehacer, ahora
que reproducir es tan sencillo— todo lo
recuperable de la documentación del
Tribunal republicano. Se menciona a la
Presidencia del Gobierno y al Consejo
de Estado como sede de algunos docu-
mentos de interés (p. 113, en nota). Pues
bien, mi sugerencia es la de que vale
la pena un esfuerzo —tal vez la creación
de un comisario o de una comisión ad
hoc—, asi como una llamada pública a
cualquier órgano o persona que pudiera
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proporcionar materiales o simples pis- y de escaso valor por tanto, piezas del
tas (4), al objeto de que esas dispersas, rompecabezas, pudieran volver a reunir-

se de modo que se rescate, en la medida
(4) No sé si estarán sistematizados, pero de lo posible, un eslabón destacado de

pienso que tal vez en la Dirección General ,„ v,;^,,,.;,, J - . . „ , . „ . inctitiirinnos
de lo Contencioso del Estado -recuérdese l a h istona de nuestras instituciones,
que los abogados del Estado actuaban como
comisarios del Gobierno— pueda haber da- r v i iPTiWRPTnPTii in PAfíTTFP
tos del mayor interés. L ' MARTIN-RETORTILLO BAQUER
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Nemesio RODRÍGUEZ MORO: La licencia municipal de obras en la zona
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Antonio MARTÍNEZ MARÍN: Consultas administrativas y sistema político-
administrativo en Italia.

César ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA: La armonización de las potestades tri-
butarias regionales en España.
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NOTAS

Bjórn EDSTA: EÍ intento sueco de descentralización geográfica de la Admi-
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DOCUMENTACIÓN
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